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El Pleno del Congreso de la República del Perú ha comenzado a debatir a 
partir del medio día de este jueves 02 de julio, el proyecto de ley Nº 3292 del 
Poder Judicial, que propone que la denominada Evaluación Parcial del 
Desempeño de la Ley de Carrera Judicial (a efectuarse cada tres años y medio, 
para todos los magistrados menos los supremos) a cargo de la Comisión Mixta 
de Evaluación del Desempeño, sea reemplazada por una evaluación interna 
anual, a cargo de una Dirección Técnica de Medición del Desempeño 
Jurisdiccional. Sobre el particular, Justicia Viva ha seguido atentamente el 
debate llevado en la mañana, dando cuenta de serias deficiencias en el mismo 
y en la regulación que se pretende aprobar por el Congreso. A raíz de esas 
mismas observaciones, es preciso señalar y poner en conocimiento de la 
ciudadanía lo siguiente: 
  

1. Es cuestionable que no se haya publicado en la página web del 
Congreso el dictamen que es materia de debate, ni antes ni durante la 
primera etapa del mismo. La medida, que por cierto desdice la práctica 
 del Congreso, ha sido altamente desafortunada teniendo en cuenta no 
sólo la importancia en sí del tema en cuestión (la evaluación de los 
magistrados), sino que además el mismo ha sido objeto de diversas 
discrepancias y opiniones sobre las cuales ahora se pretendía votar sin 
haber tenido en claro, y de forma pública, cuáles son las modificaciones 
propuestas. La ausencia de transparencia hace dudar de la seriedad del 
debate, además de hacer caso omiso a los estándares mínimos 
razonables de todo actuar legislativo y, por si fuera poco, deja sin piso a 
la sociedad civil comprometida con ejercer su derecho a la opinión en 
temas trascendentales para el país.  

2. Posteriormente, y ya casi terminada la primera parte del debate en el 
Pleno, el dictamen fue publicado (ver: dictamen). Lo que produjo 
cuestionamientos mayores a los inicialmente planteados. Así, es 
necesario expresar nuestra preocupación sobre algunas de las 
propuestas de modificación que se pretende. Primero: la consagración 
de la evaluación permanente interna del Poder Judicial, dejando de lado 
una de carácter externa, constitucionalmente asignada al Consejo 
Nacional de la Magistratura. Resurgen, en este punto, objeciones no 
sólo jurídico constitucionales, sino también constataciones prácticas que 
en artículos anteriores hemos puesto en conocimiento.  

http://www.justiciaviva.org.pe/webpanel/doc_int/doc02072009-200710.pdf


3. Segundo: ¿la evaluación realizada por la denominada Dirección Técnica 
será vinculante para la evaluación integral que realizará el Consejo 
Nacional de la Magistratura? Sobre este punto, hay que tener mucho 
cuidado. Si bien es cierto que: (i) el Poder Judicial tiene que trabajar 
conjuntamente para el diseño de este sistema de evaluación con el 
Consejo (la modificatoria propuesta no hace en lo absoluto referencia a 
mecanismo alguno de coordinación en la formación de formatos de 
recojo de información, estándares de eficiencia a ser logrados, etc.), y 
(ii) que el CNM no cuenta con la infraestructura necesaria para llevar a 
cabo el recojo directo de los datos relevantes para llevar a cabo la 
evaluación integral, por lo que es adecuado que el PJ se organice para 
ello de acuerdo a la razonabilidad y el principio de colaboración entre 
poderes; cierto es que de ninguna manera los resultados de la 
pretendida evaluación interna del Poder Judicial pueden vincular al 
CNM, pues se estaría produciendo a la larga un “vaciamiento” de su 
función. Sobre el particular, asombra que a pesar de haberse aligerado 
esa interpretación en el artículo relacionado a las funciones de la 
Dirección Técnica, posteriormente se regrese a dicho error, con una 
nueva disposición complementaria modificatoria (al artículo 30 de la Ley 
Orgánica del CNM) que señala que para la ratificación de magistrados el 
Consejo evaluará considerando “los resultados de las evaluaciones y 
cuadros de méritos realizados por la Dirección Técnica de Medición del 
Desempeño Jurisdiccional del Poder Judicial (…)”.  

4. Otro aspecto estructural a considerar (y que desacredita la propuesta) es 
que, indefectiblemente, con este mecanismo propuesto y su regulación 
se generarán dobles estándares o dobles criterios de evaluación 
diferentes sobre la misma actividad jurisdiccional realizada por los 
magistrados y las magistradas. En efecto, el dictamen señala en su 
primera disposición complementaria y transitoria final que “las 
disposiciones contenidas en sus Capítulos I y II de su Título V -de la Ley 
de Carrera Judicial- son de aplicación sólo a la evaluación integral del 
desempeño”, lo que es grave, toda vez que en tales capítulos se 
encuentran las disposiciones generales de la evaluación (tanto parcial 
como integral) referidas a los campos a evaluar, pesos de cada campo y 
criterios objetivos e importantes por los que se guiaría la evaluación, los 
mismos que fueron una de las grandes conquistas de la Ley de Carrera 
Judicial. ¿Ahora qué se propone con el dictamen?: no sólo que la 
Dirección Técnica se desligue en principio de tales criterios para la 
evaluación parcial (dejando de lado criterios de avanzada y además 
conocidos por todos al estar publicados en una ley –ver: comparación de 
regulación de criterios–), sino que además se hace posible un 
cuestionable doble estándar de calificación, toda vez que los criterios 
que definirían la evaluación de los diversos campos de la evaluación 
jurisdiccional no serían los mismos, definidos por los reglamentos (si no 
serán diferentes, ¿entonces por qué desligarse, a través del dictamen, 
de estos criterios comunes que señala la Ley?). Ello, sin duda, hace 
devenir al sistema de evaluación en irrazonable, representando un grave 
peligro para la independencia judicial.  
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5. De igual forma, y siguiendo con la independencia de la magistratura, 
queda claro que el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial (CEPJ), un 
órgano de naturaleza política, tendrá decisión en la definición de las 
evaluaciones particulares cuando éstas sean cuestionadas por el 
magistrado evaluado y la magistrada evaluada. De otro lado, ¿es 
realmente autónoma la Dirección Técnica, si es que cabe la posibilidad 
que sea el CEPJ quien señale sus reglamentos? Igualmente, sigue 
preocupando que se mantenga el trato discriminatorio en la evaluación, 
entre quienes integran la Corte Suprema y los demás órganos 
jurisdiccionales, al no estra los primeros inmersos, de ninguna manera, 
en ella.  

6. Como puede apreciarse, hay muchos contrapuntos sin responder en un 
debate cuya definición se ha buscado adelantar sin tener las condiciones 
necesarias para ello, y sin hacerlo de la forma adecuada. Sorprende 
sobre manera que (i) este tema haya sido incluido rápidamente en la 
agenda del Pleno del Congreso tan sólo el día anterior al debate 
plenario, de acuerdo a la publicación hecha en El Peruano, (ii) que se 
presenten aún cuestionamientos importantes, y (iii) que no se haya 
hecho debidamente público para la ciudadanía el dictamen de los 
cambios. ¿Cómo propiciar una reforma seria, de esta manera? 

   

A nuestro parecer, la propuesta actual en todo caso empeora los temores de la 
actual regulación (en la que sí cabe hacer una interpretación a fin de 
salvaguardar las competencias constitucionalmente asignadas al CNM y al PJ, 
de acuerdo con elprincipio de la colaboración de poderes). En lugar de crearse 
dobles estándares y demás, lo idóneo hubiera sido comenzar ya un plan de 
implementación progresiva de la evaluación objetiva y seria que la Ley de 
Carrera Judicial ya proponía. 
  

Pero no. A pesar de todo lo anterior, la intención al parecer es que se defina el 
sistema de evaluación en el sentido del dictamen propuesto. El debate, si bien 
es cierto ha quedado suspendido con cargo a ser retomado, aún preocupa por 
cómo ha sido llevado y por la propuesta en sí. En todo caso, los congresistas 
han de tener mucho cuidado con la decisión que tomarán, recordando que si 
bien el Parlamento se rige por el criterio político, éste es un debate histórico y 
estructural del sistema de justicia cuyo éxito no depende de aquél. 
 

 


